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A

V I S T O S para dictar sentencia en el juicio de amparo 1337/2025-
VI, promovido por  ************** * ********* ************ ***** 

******** ** *************** ******** ** ******* ********, por 

conducto de su apoderado legal, contra actos del director de 
Verificación Urbana y Asuntos Jurídicos de la Dirección General de 
Desarrollo Urbano del Municipio de León, Guanajuato, y otras 
autoridades, que consideró restrictivos de los derechos fundamentales 

previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y,

R E S U L T A N D O

ÚNICO. Admisión, trámite e integración. El veinte de noviembre 

de dos mil veinticinco, vía electrónica,  ************** * ********* 

************ 
***** ******** ** 
*************** 
******** ** 

******* ********, por conducto de su apoderado legal presentó demanda 

a través de la Oficina de Correspondencia Común a los Juzgados de 

Distrito en León, Guanajuato; al día siguiente fue turnada a este Juzgado 

Tercero de Distrito en el Estado de Guanajuato, con sede en León.

El veinticuatro de noviembre siguiente, se registró con el número 

1337/2025-VI, y se formuló prevención a la parte quejosa en los términos 

ahí establecidos; cumplido el requerimiento de trato, el veintisiete del 

mismo mes y año, se admitió a trámite la demanda de amparo, por lo que 

se requirió a las autoridades señaladas como responsables sus 

respectivos informes con justificación; se dio la intervención 

correspondiente a la agente del Ministerio Público de la Federación 

adscrita, y se fijó día y hora para la celebración de la audiencia 

constitucional.

Luego, en auto de tres de febrero de dos mil veintiséis, se tuvo a la 

persona moral quejosa ampliando su demanda por cuanto hace a 

conceptos de violación, con relación a los actos atribuidos al director de 

Verificación Urbana y Asuntos Jurídicos, y al director general, ambos de la 

Dirección General de Desarrollo Urbano del Municipio de León, 

Guanajuato; por lo que se les solicitó sus informes con justificación y se 

dio intervención a la agente del Ministerio Público de la Federación 

adscrita.

 Enseguida, la audiencia constitucional tuvo verificativo al tenor del 

acta que antecede.
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2

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Este Juzgado Tercero de Distrito en el 

Estado de Guanajuato, con sede en León, es legalmente competente para 

conocer y resolver el presente juicio de amparo, con fundamento en lo 

establecido en los artículos 107, fracción VII, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 35, 37 y 107, fracción I, de la Ley de 

Amparo; 46 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; así 

como los Acuerdos Generales 3/2013 y 8/2013 del Pleno del Consejo de 

la Judicatura Federal, relativos a la determinación del número y límites 

territoriales de los circuitos en que se divide el territorio de la República 

Mexicana, al número, a la jurisdicción territorial y especialización por 

materia de los Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito y de los 

Juzgados de Distrito. 

SEGUNDO. Precisión de los actos reclamados. De conformidad 

con el artículo 74, fracción I, de la Ley de Amparo, es preciso analizar en 

su integridad el escrito de demanda, su ampliación y las constancias que 

integran los autos, a fin de determinar que la quejosa reclama: 

De (i) la Presidencia Municipal, (ii) el Ayuntamiento, (iii) la 

Secretaría del Ayuntamiento, (iv) la Subsecretaría Técnica 

dependiente de la Secretaría del Ayuntamiento, (v) la Dirección General 
de Apoyo a la Función Edilicia dependiente de la Subsecretaría Técnica 

de la Secretaría del Ayuntamiento, (vi) el director general de Desarrollo 
Urbano, (viii) el director de Verificación Urbana y Asuntos Jurídicos 
adscrito a la Dirección General de Desarrollo Urbano, todos de León, 

Guanajuato; así como (vii) del director del Periódico Oficial del 
Gobierno del Estado de Guanajuato: 

a. El procedimiento de creación del Código Reglamentario de 

Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, 

específicamente el artículo 543, fracción IV, así como su 

refrendo y publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del 

Estado de Guanajuato, con motivo de su primer acto de 

aplicación consistente en el acuerdo de imposición de la medida 

de seguridad de veintisiete de octubre de dos mil veinticinco 

(suspensión provisional de permiso de venta). 
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A
Del (viii) director de Verificación Urbana y Asuntos 

Jurídicos adscrito a la Dirección General de Desarrollo Urbano de 

León, Guanajuato:

b. La orden de visita de inspección de catorce de mayo de dos mil 

veinticinco, dictada en el expediente **********.

Del (ix) inspector adscrito a la Dirección de Verificación Urbana y 

Asuntos Jurídicos de la Dirección General de Desarrollo Urbano de León, 

Guanajuato:

c. La ejecución de lo señalado en el inciso b, consistente en el 

citatorio de doce de junio de dos mil veinticinco y, como 

consecuencia de ello, el verificativo de la visita de inspección de 

trece de junio de dos mil veinticinco.

Del (ix) inspector adscrito a la Dirección de Verificación Urbana y 

Asuntos Jurídicos de la Dirección General de Desarrollo Urbano de León, 

Guanajuato:

d. La notificación del acuerdo de imposición de la medida de 

seguridad realizada por medio de instructivo el treinta de 

octubre de dos mil veinticinco.

Del (ix) inspector adscrito a la Dirección de Verificación Urbana y 

Asuntos Jurídicos de la Dirección General de Desarrollo Urbano; así como 

(x) del Registro Público de la Propiedad, ambos de León, Guanajuato:

e. La ejecución de la medida de seguridad de veintisiete de 

octubre de dos mil veinticinco. 

TERCERO. Inexistencia de actos reclamados.  Las autoridades 

señaladas como responsables (iii) Secretaría del Ayuntamiento, (iv) 
Subsecretaría Técnica dependiente de la Secretaría del Ayuntamiento, 

(v) Dirección General de Apoyo a la Función Edilicia dependiente de la 

Subsecretaría Técnica de la Secretaría del Ayuntamiento, (vi) director 
general de Desarrollo Urbano, así como (x) Registro Público de la 
Propiedad, todos de esta ciudad, negaron los actos reclamados que se le 

atribuyen; sin que la parte quejosa ofreciera prueba suficiente tendente a 

desvirtuarlo.
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A más que de las constancias que obran en autos, se inadvierte su 

participación en la realización o ejecución de los actos tildados de 

inconstitucionales; de ahí su inexistencia.

Por tal motivo, por cuanto hace a sendas potestades debe 

sobreseerse en el presente juicio de amparo, de conformidad con lo que 

dispone el artículo 63, fracción IV, de la Ley de Amparo.

De ahí que resulte innecesario el estudio de las causales de 

improcedencia hechas valer por las autoridades mencionadas, ya que al 

haberse decretado el sobreseimiento por lo que a tales autoridades 

responsables se refiere, no conduciría a ningún fin práctico; máxime que 

este órgano jurisdiccional se encuentra obligado a analizar de oficio las 

causales de improcedencia.

CUARTO. Certeza de los actos reclamados. Las autoridades 

responsables (viii) director de Verificación Urbana y Asuntos 
Jurídicos adscrito a la Dirección General de Desarrollo Urbano de León, 

Guanajuato, e (ix) inspector adscrito a la Dirección de Verificación 

Urbana y Asuntos Jurídicos de la Dirección General de Desarrollo Urbano 

de León, Guanajuato, al rendir sus informes de ley aceptaron los actos 

que se les atribuye.

Certeza que se corrobora con las copias certificadas de diversas 

constancias relativas a las actuaciones que constan en el expediente 

**********; medios de convicción a los que se les concede pleno valor 

probatorio, de conformidad con los artículos 129, 197 y 202 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de 

Amparo en términos de su numeral 2°, por tratarse de copias certificadas 

de actuaciones llevadas a cabo por funcionarios públicos en ejercicio de 

sus atribuciones.

De igual manera, deben tenerse ciertos los actos reclamados a las 

potestades (i) Presidencia Municipal y (ii) Ayuntamiento, ambos de 

León, Guanajuato, en virtud de que a ellas medularmente se les reclama 

el procedimiento de creación de la norma tildada de inconstitucional y, 

medularmente, éstas se encargaron de su elaboración como así se 

desprende de la publicación de la normativa respectiva en el Periódico 

Oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato, en términos de los 

artículos 86 y 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 

aplicación supletoria de conformidad con el artículo 2° de la Ley de 

JO
SE

 L
U

IS SA
N

C
H

E
Z

 G
A

R
C

IA
706a6620636a663200000000000000000001bdc3
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



JUICIO DE AMPARO 1337/2025-VI

5

A
Amparo, en razón de que la Ley no está sujeta a prueba.

Lo que suma el hecho de que el (vii) director del Periódico 
Oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato, haya aceptado su 

existencia al momento de rendir su informe con justificación.

Al caso, es aplicable la Jurisprudencia 2a./J. 65/2000, emitida por 

la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada 

en el Tomo XII, Agosto de 2000, en la Novena Época del Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, bajo el rubro y texto siguiente:

"PRUEBA. CARGA DE LA MISMA RESPECTO DE LEYES, 
REGLAMENTOS, DECRETOS Y ACUERDOS DE INTERÉS GENERAL 
PUBLICADOS EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN. Respecto 
de las leyes, reglamentos, decretos y acuerdos de interés general, no se 
necesita probar su existencia en autos, pues basta que estén publicados 
en el Diario Oficial, para que la autoridad judicial esté obligada a tomarlos 
en cuenta, en virtud de su naturaleza y obligatoriedad, y porque la 
inserción de tales documentos en el órgano oficial de difusión tiene por 
objeto dar publicidad al acto de que se trate, y tal publicidad determina 
precisamente que los tribunales, a quienes se les encomienda la 
aplicación del derecho, por la notoriedad de ese acontecimiento, no 
puedan argüir desconocerlo."

Asimismo, sirve de apoyo el criterio del Tercer Tribunal Colegiado 

en Materia Civil del Séptimo Circuito, sustentado en la tesis VII.3o.C.16 K, 

publicada en la página 1343, Tomo XVIII, Septiembre de 2003, Novena 

Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, cuyo rubro y 

texto dicen:

"AMPARO CONTRA LEYES. LA EXISTENCIA DEL 
ORDENAMIENTO LEGAL RECLAMADO NO DEPENDE DE LOS 
INFORMES QUE RINDAN LAS AUTORIDADES RESPONSABLES, 
PUES EL DERECHO NO ES OBJETO DE PRUEBA. Tratándose del 
juicio de amparo contra leyes, la existencia o no del ordenamiento legal 
reclamado debe establecerse atento lo dispuesto por los artículos 86 y 88 
del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al 
juicio de garantías, en cuanto disponen que sólo los hechos estarán 
sujetos a prueba, y los notorios pueden ser invocados -de oficio- por el 
propio órgano jurisdiccional. Por ende, el tenerlo o no por cierto, no 
depende únicamente de lo manifestado en los informes rendidos por las 
autoridades responsables, pues aun cuando no los rindieran, ni se 
desvirtuara por las partes el contenido de los mismos, es al juzgador a 
quien compete pronunciarse al respecto y cerciorarse realmente de su 
existencia, aplicando el principio jurídico relativo a que el derecho no es 
objeto de prueba." 

QUINTO. Causales de improcedencia fundadas.
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- Acto de publicación de la norma no fue impugnado por 
vicios propios.

El (x) director del Periódico Oficial del Estado de Guanajuato, 

considera que este juicio de amparo es improcedente respecto de la 

publicación del artículo 543, fracción IV, del Código Reglamentario de 

Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, porque tal acto 

no fue reclamado por vicios propios.

Resulta fundada la causa de improcedencia invocada, acorde al 

numeral 108, fracción III, en relación con el artículo 61, fracción XXIII, de 

la Ley de Amparo.

La hipótesis de improcedencia del juicio de amparo, establece:

“Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente:

[…]

XXIII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de 
alguna disposición de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, o de esta Ley.”

“Artículo 108. La demanda de amparo indirecto deberá formularse 
por escrito o por medios electrónicos en los casos que la ley lo autorice, 
en la que se expresará:

[…]

III. La autoridad o autoridades responsables. En caso de que se 
impugnen normas generales, el quejoso deberá señalar a los titulares de 
los órganos de Estado a los que la ley encomiende su promulgación. En 
el caso de las autoridades que hubieren intervenido en el refrendo del 
decreto promulgatorio de la ley o en su publicación, el quejoso deberá 
señalarlas con el carácter de autoridades responsables, únicamente 
cuando impugne sus actos por vicios propios;

[…]”

De la interpretación literal de las porciones normativas transcritas, 

se desprende que cuando el gobernado reclama una ley general debe 

señalar como autoridades responsables a los titulares de los órganos del 

Estado a los que la ley hubiese encomendado su promulgación, pues en 

el caso de las autoridades que intervienen en el refrendo del decreto 

promulgatorio de la ley o en su publicación, únicamente deben 

considerarse con el carácter mencionado, cuando se les atribuya vicios 

propios a sus actos.
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A
En el caso, la parte quejosa señaló como acto reclamado, entre 

otros, la publicación del artículo 543, fracción IV, del Código 

Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, 

Guanajuato, lo que atribuye al director del Periódico Oficial del Estado de 

Guanajuato; empero, del análisis del escrito de demanda y su ampliación 

se advierte que la peticionaria de amparo no impugna vicios propios el 

acto de publicación de tal ley; por tanto, es de concluirse, que el juicio 

constitucional resulta improcedente respecto a dicha autoridad y acto 

mencionados.

En consecuencia, lo procedente es decretar el sobreseimiento en el 

juicio, con fundamento en la fracción V, del artículo 63, de la Ley de 

Amparo, al actualizarse la causal de improcedencia analizada.

- Parte quejosa no formuló conceptos de violación 
respecto del acto reclamado consistente en la orden de 
visita de inspección de catorce de mayo de dos mil 
veinticinco.

De oficio, este Juzgado de Distrito advierte que, respecto del acto 

reclamado recién aludido, que se atribuye al (viii) director de 
Verificación Urbana y Asuntos Jurídicos adscrito a la Dirección 

General de Desarrollo Urbano de León, Guanajuato, la parte quejosa no 

formuló conceptos de violación, pues únicamente lo hizo con relación a 

los restantes actos reclamados precisados en el considerando segundo 

de esta sentencia (con excepción también a lo relativo a la publicación de 

la norma tildada de inconstitucional, como se vio en los párrafos que 

preceden), tal y como se observa de la lectura íntegra de la demanda de 

amparo y su ampliación, lo que era su obligación; con independencia de 

que al acudir al amparo como tercera extraña por equiparación deba 

suplirse la deficiencia de la queja, ya que esta figura jurídica no opera en 

todo su esplendor como sí lo hace en tratándose del sentenciado o 

inculpado, o bien, en menores de edad, de ahí que resultara necesario 

expresar la mínima causa de pedir, para así emprender el análisis de 

dicho acto reclamado, sin que lo hubiere hecho, pues ningún argumento 

(mínimo siquiera) apuntó a fin de controvertirlo.

En ese sentido, por lo que hace al acto reclamado en mención, lo 

procedente es decretar el sobreseimiento en el presente juicio de amparo, 
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en términos de lo dispuesto en el artículo 108, fracción VIII, en relación 

con el artículo 61, fracción XXIII, de la Ley de Amparo.

Al no haberse invocado diversa causal de improcedencia por 

alguna de las partes, ni advertida de oficio, este Juzgado de Distrito 

continúa con el estudio de fondo.

SEXTO. Causales de improcedencia infundadas. Como se dijo 

en el apartado que antecede, el análisis de las causas de improcedencia 

representa una cuestión de orden público y de estudio preferente, de 

conformidad con el artículo 62 de la Ley de Amparo.

- Quejoso no agotó el principio de definitividad que rige el 
juicio de amparo (infundado).

Las autoridades responsables (i) Presidencia Municipal, (ii) 

Ayuntamiento, (viii) director de Verificación Urbana y Asuntos 
Jurídicos adscrito a la Dirección General de Desarrollo Urbano, e (ix) 
inspector adscrito a la Dirección de Verificación Urbana y Asuntos 

Jurídicos de la Dirección General de Desarrollo Urbano, todos de León, 

Guanajuato, señalan que, a su consideración, el presente juicio de 

amparo es improcedente debido a la actualización del motivo de 

inviabilidad consistente en que el quejoso no agotó los recursos ordinarios 

que legalmente tiene a su alcance para controvertir los actos que ahora 

se reclaman en sede constitucional.

Al respecto, citan las fracciones XVIII y XX, el artículo 61, de la Ley 

de Amparo, mismas que son del contenido literal siguiente:

“Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente:
(…)
XVIII. Contra las resoluciones de tribunales judiciales, 

administrativos o del trabajo, respecto de las cuales conceda la ley 
ordinaria algún recurso o medio de defensa, dentro del procedimiento, por 
virtud del cual puedan ser modificadas, revocadas o nulificadas.

Se exceptúa de lo anterior:
a) Cuando sean actos que importen peligro de privación de la vida, 

ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, 
deportación o expulsión, proscripción o destierro, extradición, 
desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos por el 
artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea 
nacionales;

b) Cuando el acto reclamado consista en órdenes de aprehensión 
o reaprehensión, autos que establezcan providencias precautorias o 
impongan medidas cautelares restrictivas de la libertad, resolución que 
niegue la libertad bajo caución o que establezca los requisitos para su 
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disfrute, resolución que decida sobre el incidente de desvanecimiento de 
datos, orden de arresto o cualquier otro que afecte la libertad personal del 
quejoso, siempre que no se trate de sentencia definitiva en el proceso 
penal;

c) Cuando se trate de persona extraña al procedimiento.
d) Cuando se trate del auto de vinculación a proceso.
Cuando la procedencia del recurso o medio de defensa se sujete a 

interpretación adicional o su fundamento legal sea insuficiente para 
determinarla, el quejoso quedará en libertad de interponer dicho recurso o 
acudir al juicio de amparo;

XX. Contra actos de autoridades distintas de los tribunales 
judiciales, administrativos o del trabajo, que deban ser revisados de oficio, 
conforme a las leyes que los rijan, o proceda contra ellos algún juicio, 
recurso o medio de defensa legal por virtud del cual puedan ser 
modificados, revocados o nulificados, siempre que conforme a las mismas 
leyes se suspendan los efectos de dichos actos de oficio o mediante la 
interposición del juicio, recurso o medio de defensa legal que haga valer 
el quejoso, con los mismos alcances que los que prevé esta Ley y sin 
exigir mayores requisitos que los que la misma consigna para conceder la 
suspensión definitiva, ni plazo mayor que el que establece para el 
otorgamiento de la suspensión provisional, independientemente de que el 
acto en sí mismo considerado sea o no susceptible de ser suspendido de 
acuerdo con esta Ley.

No existe obligación de agotar tales recursos o medios de defensa, 
si el acto reclamado carece de fundamentación, cuando sólo se aleguen 
violaciones directas a la Constitución o cuando el recurso o medio de 
defensa se encuentre previsto en un reglamento sin que la ley aplicable 
contemple su existencia.

Si en el informe justificado la autoridad responsable señala la 
fundamentación y motivación del acto reclamado, operará la excepción al 
principio de definitividad contenida en el párrafo anterior.

(…)”.

Lo infundado de sus manifestaciones radica en que la parte 

quejosa es parte en el procedimiento administrativo de origen, y en esta 

instancia constitucional reclama su falta o ilegal notificación o llamamiento 

al mismo, por lo que comparece en su calidad de tercero extraño por 

equiparación, además de que impugna una norma general que le fue 

aplicada, así las cosas, la deficiencia de la notificación primigenia y el acta 

de visita de inspección, y en su caso la inconstitucionalidad de la norma, 

será motivo de análisis por parte de este Juzgado de Distrito (fondo del 

asunto), de ahí que la Ley de Amparo exente al impetrante de promover 

recursos ordinarios y, por ende, pueda acudir directamente al juicio de 

derechos humanos.

Al respecto, es aplicable la jurisprudencia 1a./J. 18/2011 (10a.), con 

número de registro 2000428, de la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, de rubro: “PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
SEGUIDO EN FORMA DE JUICIO. EL TERCERO EXTRAÑO POR 
EQUIPARACIÓN NO DEBE AGOTAR LOS MEDIOS ORDINARIOS DE 
DEFENSA PREVIAMENTE A LA PROMOCIÓN DEL JUICIO DE 
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AMPARO INDIRECTO, SIENDO OBLIGATORIO PARA LOS 
TRIBUNALES DE AMPARO SUPLIR LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA.”

- No se afecta el interés jurídico de la quejosa (infundado).

Las potestades (i) Presidencia Municipal, (ii) Ayuntamiento, (viii) 

director de Verificación Urbana y Asuntos Jurídicos adscrito a la 

Dirección General de Desarrollo Urbano, e (ix) inspector adscrito a la 

Dirección de Verificación Urbana y Asuntos Jurídicos de la Dirección 

General de Desarrollo Urbano, todos de León, Guanajuato, aducen que 

se actualiza una diversa causa de improcedencia relativa a la no 

afectación del interés jurídico de la parte quejosa.

Tales argumentos son inatendibles habida cuenta que, de proceder 

a su análisis, implicaría el estudio de cuestiones que atañen al fondo del 

asunto.

En respaldo de lo anterior, se cita la jurisprudencia P./J. 135/2001 

emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

consultable con el registro 187973, Novena Época, Semanario Judicial de 

la Federación, tomo XV, enero de 2002, página 5, de rubro:

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE 
VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL 
ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE.”.

- No son autoridades para efectos del juicio de amparo 
(infundado).

Por otro lado, las señaladas como responsables (i) Presidencia 
Municipal y (ii) Ayuntamiento, ambas de León, Guanajuato, aducen que 

no les reviste la calidad de autoridades para efectos de la tramitación del 

presente juicio de amparo. Lo anterior es infundado.

A efecto de corroborar lo aseverado con antelación, es necesario 

imponerse del contenido de los preceptos constitucionales y legales que 

sobre el tema establecen:

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS

“ARTÍCULO 103. Los Tribunales de la Federación resolverán toda 
controversia que se suscite:
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I. Por normas generales, actos u omisiones de la autoridad que 

violen los derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas para 
su protección por esta Constitución, así como por los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte; …”

LEY DE AMPARO

“ARTÍCULO 1. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda 
controversia que se suscite: 

I. Por normas generales, actos u omisiones de autoridad que 
violen los derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas para 
su protección por la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, así como por los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte…” 

“ARTÍCULO 5. Son partes en el juicio de amparo:

…

II. La autoridad responsable, teniendo tal carácter, con 
independencia de su naturaleza formal, la que dicta, ordena, ejecuta o 
trata de ejecutar el acto que crea, modifica o extingue situaciones jurídicas 
en forma unilateral y obligatoria; u omita el acto que de realizarse crearía, 
modificaría o extinguiría dichas situaciones jurídicas. (…)”.

“ARTÍCULO 61. El juicio de amparo es improcedente: 

(…)

XXIII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de 
alguna disposición de la ley.”.

De los preceptos transcritos, se advierte que la acción de amparo 

procede únicamente contra actos o leyes dictadas por autoridad, que 

violen derechos fundamentales del gobernado, es decir, no es suficiente 

que se reclame una violación a dichos derechos, para que el juicio de 

amparo se vuelva procedente, sino que es necesario que la contravención 

de los derechos fundamentales se atribuya a una autoridad, pues, no 

todos los hechos que el particular estime contrarios a su interés, son 

susceptibles de impugnarse en el juicio de amparo, sino únicamente los 
actos de autoridad.

La noción de acto de autoridad ineludiblemente involucra la 

actuación y abstención de ésta frente al gobernado, en sus relaciones de 

supra a subordinación, cuyas características son la unilateralidad, 

imperatividad y coercitividad, debido a lo siguiente: son unilaterales, 

porque su existencia depende solo de la voluntad de la autoridad; los 

actos son imperativos, en razón de que se imponen, aún en contra de la 

voluntad del gobernado; y son coercitivos, ya que si no se acatan 

voluntariamente, se puede lograr su cumplimiento coactivo, mediante el 
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uso de la fuerza pública.

Por tanto, el término de acto de autoridad involucra a un órgano del 

Estado constituido por una persona o por un cuerpo colegiado, quien 

ejecuta ciertos actos en ejercicio del poder de imperio, actos que 

modifican, crean o extinguen una situación de hecho o de derecho por 

medio de una decisión o con la ejecución de la misma.

Sirve de apoyo la tesis de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, Noviembre de 2001, página 39, de 

rubro y texto:

“AUTORIDAD PARA LOS EFECTOS DEL AMPARO. NOTAS 
DISTINTIVAS. Las notas que distinguen a una autoridad para efectos del 
amparo son las siguientes: a) la existencia de un ente de hecho o de 
derecho que establece una relación de supra a subordinación con un 
particular; b) que esa relación tenga su nacimiento en la ley, lo que dota al 
ente de una facultad administrativa, cuyo ejercicio es irrenunciable, al ser 
de naturaleza pública la fuente de esa potestad; c) que con motivo de esa 
relación emita actos unilaterales a través de los cuales cree, modifique o 
extinga por sí o ante sí, situaciones jurídicas que afecten la esfera legal 
del particular; y, d) que para emitir esos actos no requiera de acudir a los 
órganos judiciales ni precise del consenso de la voluntad del afectado”.

Así, de párrafos que anteceden, se observa que sendas 

autoridades intervinieron en el proceso de creación de la norma tildada de 

inconstitucional, de ahí sean consideradas como autoridades 

responsables en el presente sumario constitucional y, por tanto, la causal 

invocada deviene infundada.

SÉPTIMO. Estudio de fondo. Como preámbulo, es necesario 

precisar los antecedentes de los actos reclamados, a saber:

1. La Dirección de Desarrollo Urbano de León, Guanajuato, 

expidió en favor de la moral quejosa el permiso de urbanización 

número DGDU/DFYEU/PU/100225/1050, 1150Y1250/620/2022, 

de cuatro de octubre de dos mil veintidós; así como el permiso 

de venta DGDU/DFyEU/PV/100225/1750/184/2023, de siete de 

agosto de dos mil veintitrés; y, la modificación al permiso de 

venta de los lotes 2 y 4, ambos de la manzana 3, con número 

DGDU/DFyEU/100225/1750/266/2024, de fecha tres de octubre 

de dos mil veinticuatro (foja 360 reverso, de autos).
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A
2. El catorce de mayo de dos mil veinticinco, el director de 

Verificación Urbana y Asuntos Jurídicos de la Dirección General 

de Desarrollo Urbano del Municipio de León, Guanajuato, emitió 

orden de visita de inspección a practicarse en los domicilios 

ubicados en ***** ****** ****** *** ******* ******** *** ***** 

*** 
************** 
******** ****** 
**** ******* 
******** *** 

****** ** **** , Guanajuato, con el objeto de verificar si la 

ahora quejosa cuenta con las actas de recepción de las obras 

de urbanización y de equipamiento urbano que acrediten el 

cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones 

estipuladas en los permisos de urbanización.

3. A las trece horas del doce de junio de dos mil veinticinco, el 

inspector se constituyó en el inmueble ubicado en calle 

************** ******** ****** **** ******* ******** *** *****  

de esta localidad, cerciorándose de dicho domicilio por placa de 

nomenclatura y número en fachada, y asentó que al preguntar 

por la presencia de la persona moral buscada, o bien, su 

representante legal, una persona que dijo llamarse  ***** 

****** ****, quien se identificó “(…) con bajo protesta de decir 

verdad (…)”, y ser empleada del inmueble visitado, le adujo que 

no se encontraba la moral buscada o su representante; 

posteriormente, el inspector procedió “(…) a efectuar la 

notificación respecto del documento de referencia, del cual el 

suscrito da lectura del mismo (…)”, entregó “(…) el original del 

documento antes citado a el/la C.  ***** ****** **** , quien 

manifiesta que ___ es su deseo firmar la presente acta y que 

recibe los documentos que le han sido entregados (…)”, 

plasmándose así una firma de recibido. Dicha notificación es del 

tenor siguiente:
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4. En la misma fecha, pero a las trece horas con diez minutos, el 

inspector asentó que se ubicó en el domicilio arriba señalado, y 

dejó citatorio por no encontrarse la persona moral buscada, o 

bien, su representante legal, “(…) y/o a cualquier otro empleado 

adscrito a esta Dirección de Verificación Urbana y Asuntos 

Jurídicos debidamente autorizado (…)”, en poder de  ***** 

****** ****, quien se identificó bajo protesta de decir verdad, y 

dijo ser empleada del lugar, se describió como media filiación 

únicamente “(…) sexo Femenino, tes moreno y complexión 

medido (…)”; además, se asentó que dicha persona no firmó de 

recibido. Lo anterior al tenor de lo siguiente:

5. Luego, a las trece horas con diez minutos del trece de junio de 

dos mil veinticinco, se llevó a cabo la visita de inspección en el 

domicilio visitado previamente, diligencia que fue atendida 

***** ****** **** quien no se identificó, en presencia de dos 

testigos de nombres ***** ******* ******** ****** * ****** 

******* ******* ***** , de quienes se asentó que se 

identificaron “bajo protesta de decir verdad”; en dicha diligencia 

se requirió a Juana las actas de recepción de las obras de 

urbanización y de equipamiento urbano que acrediten el 

cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones 

contraídas en los permisos de venta; se estableció que dichas 

actas no fueron exhibidas, y se requirió a la moral quejosa o su 

representante legal para que acudiera el veintitrés de junio de 

dos mil veinticinco, a las instalaciones de la Dirección de 
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Desarrollo Urbano de León, Guanajuato, a fin de desahogarse 

audiencia previa.

6. El veintitrés de junio de dos mil veinticinco, se llevó a cabo la 

audiencia de marras con la presencia de  ******* **** *****, 

quien “bajo protesta de decir verdad” dijo ser apoderado legal 

de la persona moral ahora quejosa, “(…) lo que pretende 

acreditar con escritura pública número ****** (…)”.

7. Finalmente, el veintisiete de octubre de dos mil veinticinco, al no 

haberse exhibido los documentos requeridos en la visita de 

inspección de trece de junio de dos mil veinticinco, se emitió 

medida de seguridad consistente en la suspensión temporal del 

permiso de venta, con fundamento en el artículo 543, fracción 

IV, del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el 

Municipio de León, Guanajuato, a fin de que la moral quejosa se 

abstenga de realizar la enajenación de los inmuebles con los 

folios reales que ahí se describen, que fueron aperturados con 

motivo de la expedición de los permisos de venta previamente 

otorgados.

8. Dicha determinación fue notificada por medio de instructivo el 

treinta de octubre de dos mil veinticinco.         

Hasta aquí los antecedentes de los actos reclamados.

Suplidos en sus deficiencias, en términos del artículo 79, fracción 

VI, de la Ley de Amparo, son fundados los conceptos de violación 
formulados por la parte quejosa. 

Lo anterior es así, pues la diligencia de visita de inspección de 

trece de junio de dos mil veinticinco, como notificación del inicio del 

procedimiento administrativo (visita de inspección) **********, no cumple 

con las formalidades de ley. Se explica.

En principio es necesario precisar que al ser una formalidad 

esencial en los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio 

la notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias, cuando el 

quejoso no es emplazado a ese procedimiento, o es citado en forma 

distinta de la prevenida por la ley, le ocasiona el desconocimiento total del 

procedimiento, por lo que se le debe equiparar a una persona extraña 
a ese procedimiento. 
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Ello, no obstante que le sea "posible combatir la notificación con la 

que inicia, en conjunción con la resolución que le pone fin" en sede 

administrativa, en virtud de que esa posibilidad de impugnación no hace 

que pierda su calidad de tercero extraño por equiparación al 

procedimiento administrativo seguido en su contra, pues la violación 

cometida la constituye precisamente esa falta de citación que lo hace 

desconocedor y, por ende, extraño a ese procedimiento. 

En efecto, la notificación del inicio del procedimiento y sus 

consecuencias constituye una formalidad esencial del procedimiento que 

de no respetarse impide u obstaculiza una adecuada defensa, por lo que 

la falta o el defectuoso emplazamiento del particular al procedimiento 

administrativo seguido en forma de juicio constituye la violación procesal 

de mayor magnitud y de carácter más grave dada su trascendencia en las 

demás formalidades esenciales del procedimiento, pues afecta la 

exigencia de que a aquél se le dé la oportunidad de alegar lo que a su 

derecho convenga, así como la de ofrecer y desahogar las pruebas que 

estime pertinentes, lo que lógicamente implica colocarlo en un serio 

estado de indefensión. 

Lo anterior tiene sustento en la jurisprudencia con registro 

electrónico 200234, número P./J. 47/95, sustentada por el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo II, Diciembre de 

1995, página 133 de rubro siguiente: FORMALIDADES ESENCIALES 
DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA 
ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO. 

En esa tesitura, al constituir la falta de emplazamiento del particular 

al procedimiento administrativo seguido en forma de juicio o la práctica 

defectuosa de esa diligencia, una violación manifiesta a la ley que le 

produce indefensión, procede, por consiguiente, la suplencia en la 

deficiencia de los conceptos de violación o agravios al tercero extraño por 

equiparación, con fundamento en la fracción VI, del artículo 79 de la Ley 

de Amparo, de conformidad con la jurisprudencia con registro electrónico 

190656, número P./J. 149/2000, sustentada por el Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XII, Diciembre de 2000, 

Página 22, de rubro: SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA 
EN LAS MATERIAS CIVIL, MERCANTIL Y ADMINISTRATIVA. 
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A
PROCEDE RESPECTO DE LA FALTA O DEL ILEGAL 
EMPLAZAMIENTO DEL DEMANDADO AL JUICIO NATURAL. 

Asimismo, se señala que si bien el juicio de amparo es 

improcedente contra actos dictados dentro del procedimiento 

administrativo de ejecución, toda vez que el quejoso debe esperar a que 

se dicte la última resolución en ese procedimiento a fin de reclamar las 

violaciones procesales que se hubieren cometido; lo cierto, es que para 

no obstaculizar injustificadamente la secuencia ejecutiva, cuando el 

quejoso -como en el caso- alega desconocer la tramitación del 

procedimiento que culminó con la imposición de una medida de 

aseguramiento que la autoridad pretende hacerle efectiva, se actualiza 

una excepción a la regla mencionada, por lo que no resulta necesario que 

espere al dictado de la última resolución. 

Así lo sostuvo la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 11/2013 (10a.), registro 2003074, de 

rubro “JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA ACTOS 
DICTADOS EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE 
EJECUCIÓN CUANDO EL QUEJOSO SE OSTENTA COMO TERCERO 
EXTRAÑO”. 

Así, como se adelantó, son fundados suplidos en su deficiencia los 

conceptos de violación hechos valer por la moral quejosa, en virtud de 

que la diligencia de visita de inspección y su citatorio previo, como 

notificación (llamamiento) del procedimiento administrativo radicado bajo 

el expediente **********, no cumplen con las formalidades de ley, pues 

contienen diversos vicios que trascienden en la tramitación de dicho 

procedimiento, a saber:

1) El inspector fue omiso en llevar a cabo un correcto 

cercioramiento del domicilio a visitar.

2) La “NOTIFICACIÓN PERSONAL” levantada a las trece horas del 

doce de junio de dos mil veinticinco, contiene una incongruencia en torno 

al asentamiento de la lectura y recepción del “documento” (aquí 

supuestamente firmó de recibido la persona que lo atendió), con relación 

al citatorio de esa misma fecha (de diez minutos después) en la que se 

apuntó que la persona que atendió al inspector no quiso firmar.
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3) En el acta de inspección de trece de junio de dos mil veinticinco, 

quien atendió la visita de inspección y los testigos supuestamente 

designados por ella, no se encuentran debidamente identificados.

 Veamos. 

En primer término, es menester destacar que el emplazamiento o 

llamamiento, es la primera notificación que se hace en el juicio o 

procedimiento a la parte demandada, siendo de vital importancia porque 

de ella depende el cumplimiento de la garantía de audiencia consagrada 

en el artículo 14 constitucional, que dispone: 

“Artículo 14. 

(…) 

Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus 
propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante 
los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las 
formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes 
expedidas con anterioridad al hecho. 

(…)”. 

En ese tenor, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación sostiene que la garantía de audiencia, consagrada en el 

precepto antes trascrito, obliga a las autoridades, antes de la emisión de 

un acto privativo, a seguir un juicio en el que se cumplan las formalidades 

esenciales del procedimiento, dentro de las que se encuentran: 

a) Notificación del inicio del procedimiento y sus 
consecuencias; 

b) Oportunidad de ofrecer y desahogar pruebas; 

c) Oportunidad de alegar; y 

d) Dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. 

El criterio citado se encuentra en la jurisprudencia con registro 

200234, número 47/95, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, de rubro: “FORMALIDADES ESENCIALES DEL 
PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y 
OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO.”, previamente 

citado.
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La falta de emplazamiento o su práctica defectuosa se traduce en 

una violación manifiesta a la ley que causa indefensión, por afectar la 

oportunidad de ofrecer y desahogar pruebas y de alegar en el juicio que 

se entabla en su contra.

Los artículos 41, 43, fracción I, y 45 del Código de Procedimiento y 

Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, 

disponen que se notificará personalmente el primer acuerdo recaído al 

procedimiento o proceso.

Cuando el procedimiento administrativo inicie de oficio, las 

notificaciones se practicarán en el domicilio registrado ante las 

autoridades administrativas. 

Las notificaciones se entenderán con el interesado o su 

representante legal, previo cercioramiento de su domicilio; a falta de 

ambos, se dejará citatorio con cualquier persona mayor de edad que se 

encuentre en el domicilio para que espere a una hora fija del día hábil 

siguiente. Si a quien haya de notificarse no atiende el citatorio, la 

notificación se hará por conducto de cualquier persona mayor de edad 

que se encuentre en el domicilio en que se realice la diligencia y, de 

negarse a recibirla o ser menor de edad, se realizará por instructivo que 

se fijará en la puerta del domicilio del interesado.

Si el domicilio se encuentra cerrado, la citación o notificación se 

entenderá con el vecino mayor de edad más cercano, y se fijará una copia 

adicional en la puerta o lugar visible del domicilio. Si el vecino se niega a 

recibir la citación o notificación o fuere menor de edad, se efectuará por 

instructivo que se fijará en la puerta del domicilio del notificado.

Ahora, las formalidades que deben cumplir las visitas de 

verificación o inspección, de conformidad con lo que dispone el artículo 

208 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado 

y los Municipios de Guanajuato, son:

“Artículo 208. Las autoridades administrativas para comprobar el 
cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias podrán llevar 
a cabo visitas de verificación o inspección en el domicilio, instalaciones, 
equipos y bienes de los particulares, en los casos que señalen las leyes y 
reglamentos aplicables, conforme a las siguientes reglas:

I. Sólo se practicarán las visitas por mandamiento escrito de 
autoridad administrativa competente, en el que se expresará:
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a) El nombre de la persona que deba recibir la visita. Cuando se 
ignore el nombre de ésta, se señalarán los datos suficientes que permitan 
su identificación;

b) El nombre de los servidores públicos que deban efectuar la 
visita, los cuales podrán ser sustituidos, aumentados o reducidos en su 
número, en cualquier tiempo por la autoridad administrativa competente. 
La sustitución, aumento o disminución se notificará personalmente al 
visitado;

c) El lugar, zona o bienes que han de verificarse o inspeccionarse;
d) Los motivos, objeto y alcance de la visita;
e) Las disposiciones legales que fundamenten la verificación o 

inspección; y
f) El nombre, cargo y firma autógrafa de la autoridad administrativa 

que lo emite;
II. La visita se realizará exclusivamente en el lugar, zona o bienes 

señalados en la orden;
III. Los visitadores entregarán la orden al visitado o a su 

representante y si no estuvieren presentes, previo citatorio, a quien se 
encuentre en el lugar o zona donde deba practicarse la diligencia;

IV. Al iniciarse la verificación o inspección, los visitadores que en 
ella intervengan se deberán identificar ante la persona con quien se 
entienda la diligencia, con credencial o documento vigente con fotografía 
expedido por la autoridad administrativa competente, que los acredite 
legalmente para desempeñar su función;

V. La persona con quien se entienda la diligencia será requerida 
por los visitadores para que nombre a dos testigos que intervengan en la 
misma; si éstos no son nombrados o los señalados no aceptan fungir 
como tales, los visitadores los designarán. Los testigos podrán ser 
sustituidos por motivos debidamente justificados en cualquier tiempo, 
siguiendo las mismas reglas que para su nombramiento;

VI. Los visitados, sus representantes o la persona con quien se 
entienda la diligencia, están obligados a permitir a los visitadores el 
acceso al lugar o zona objeto de la visita, así como a poner a la vista la 
documentación, equipos y bienes que se les requieran;

VII. Los visitadores harán constar en el acta que al efecto se 
levante, todas y cada una de las circunstancias, hechos u omisiones que 
se hayan observado en la diligencia;

VIII. La persona con quien se haya entendido la diligencia, los 
testigos y los visitadores firmarán el acta. Un ejemplar legible del 
documento se entregará a la persona con quien se entienda la diligencia. 
La negativa a firmar el acta o a recibir copia de la misma, se deberá hacer 
constar en el referido documento, sin que esta circunstancia afecte la 
validez del acta o de la diligencia practicada;

IX. Con las mismas formalidades indicadas en las fracciones 
anteriores, se levantarán actas previas o complementarias, para hacer 
constar hechos concretos en el curso de la visita o después de su 
conclusión; y

X. El visitado, su representante o la persona con la que se haya 
entendido la visita, podrán formular observaciones en el acto de la 
diligencia y ofrecer pruebas con relación a los hechos u omisiones 
contenidos en el acta de la misma o bien hacer uso de ese derecho, por 
escrito, dentro del plazo de ocho días siguientes a la fecha en que se 
hubiere levantado el acta, al término del cual la autoridad administrativa 
emitirá la resolución procedente.”.

En lo que interesa, el numeral transcrito advierte que:

 

 Se podrán efectuar visitas de inspección o verificación, previa 

orden por escrito de autoridad administrativa competente, en la que se 
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señale (entre otros) el nombre y domicilio del visitado, así como el objeto y 

la identificación de los funcionarios que intervendrán en la misma.  

 Los visitadores deberán entregar la orden de visita o inspección 

al visitado o su representante, y si no estuviera, previo citatorio, a la 

persona que atienda la diligencia.  

 La persona con quien se entienda la diligencia será requerida por 

los visitadores para que nombre a dos testigos que intervengan en la 

misma; si éstos no son nombrados o los señalados no aceptan fungir 

como tales, los visitadores los designarán.  

 Un ejemplar legible de la diligencia se entregará a la persona con 

quien se atienda la misma. 

 El visitado, su representante o la persona con la que se haya 

entendido la visita, podrán formular observaciones en el acto de la 

diligencia y ofrecer pruebas con relación a los hechos u omisiones 

contenidos en el acta de la misma o bien hacer uso de ese derecho, por 

escrito, dentro del plazo de ocho días siguientes a la fecha en que se 

hubiere levantado el acta, al término del cual la autoridad administrativa 

emitirá la resolución procedente.  

Ahora, en el asunto que nos ocupa, de las constancias existentes 

en el sumario, se advierte que el catorce de mayo de dos mil veinticinco, 

el director de Verificación Urbana y Asuntos Jurídicos de la Dirección 

General de Desarrollo Urbano de León, Guanajuato, ordenó una visita de 

inspección a la moral quejosa, en cualquiera de los inmuebles ubicados 

en calle  ****** ****** *** ******* ******** *** ****** * ***** 

************** ******** ****** ****  de la misma colonia, en León, 

Guanajuato.

Razón por la que a las trece horas del doce de junio de dos mil 

veinticinco, el inspector se constituyó en el inmueble ubicado en calle 

************** ******** ****** **** 
******* ******** *** ***** de esta localidad, cerciorándose de dicho domicilio por placa de nomenclatura y 

número en fachada, y asentó que al preguntar por la presencia de la 

persona moral buscada, o bien, su representante legal, una persona que 

dijo llamarse  ***** ****** **** , quien se identificó “(…) con bajo 

protesta de decir verdad (…)”, ser empleada del inmueble visitado, y le 
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adujo que no se encontraba la moral buscada o su representante; 

posteriormente, el inspector procedió “(…) a efectuar la notificación 

respecto del documento de referencia, del cual el suscrito da lectura del 

mismo (…)”, entregó “(…) el original del documento antes citado a el/la C. 

***** ****** **** , quien manifiesta que ___ es su deseo firmar la 

presente acta y que recibe los documentos que le han sido entregados 

(…)”, plasmándose así una firma de recibido. 

En la misma fecha, pero a las trece horas con diez minutos, el 

inspector asentó que se ubicó en el domicilio arriba señalado, y dejó 

citatorio por no encontrarse la persona moral buscada, o bien, su 

representante legal “(…) y/o a cualquier otro empleado adscrito a esta 

Dirección de Verificación Urbana y Asuntos Jurídicos debidamente 

autorizado (…)”, en poder de ***** ****** ****, quien se identificó bajo 

protesta de decir verdad, y dijo ser empleada del lugar, se describió como 

media filiación únicamente “(…) sexo Femenino, tes moreno y complexión 

medido (…)”; además, se asentó que dicha persona no firmó de recibido.

Luego, a las trece horas con diez minutos del trece de junio de dos 

mil veinticinco, se llevó a cabo la visita de inspección en el domicilio 

visitado previamente, diligencia que fue atendida  ***** ****** ****  

quien no se identificó, en presencia de dos testigos de nombres  ***** 

******* ******** ****** * ****** 
******* ******* *****, de quienes se asentó que se identificaron “bajo protesta de decir verdad”; en dicha 

diligencia se requirió a  ***** las actas de recepción de las obras de 

urbanización y de equipamiento urbano que acrediten el cumplimiento e 

todas y cada una de las obligaciones contraídas en los permisos de venta; 

se estableció que dichas actas no fueron exhibidas, y se requirió a la 

moral quejosa o su representante legal para que acudiera el veintitrés de 

junio de dos mil veinticinco, a las instalaciones de la Dirección de 

Desarrollo Urbano de León, Guanajuato, a fin de desahogarse audiencia 

previa.

䍯浯  獥  慤敬慮瓳Ⱐ 獥湤慳  摩汩来湣椀慳  捯湴楥湥渠 癩捩潳  煵攀 

瑲慳捩敮搀敮  敮  污  瑲慭椀琀慣椀  摥氠 灲潣敤業楥湴漠 慤浩湩獴牡瑩癯  桡獴愠 敬 

摩捴慤漀  摥  污  浥摩摡  摥  獥杵物搀慤  搀攠 癥椀湴楳楥瑥  摥  潣瑵戀牥  摥  摯猠 浩氠

癥楮瑩捩湣漮

1) El inspector fue omiso en llevar a cabo un correcto 
cercioramiento del domicilio a visitar.
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Si bien es cierto que el artículo 208, fracción II, del Código 

Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de 

Guanajuato, refiere que la visita se realizará exclusivamente en el lugar, 

zona o bienes señalados en la orden de visita, mientras que el numeral 41 

del mismo ordenamiento legal estipula que las notificaciones se 

practicarán en el domicilio registrado ante las autoridades administrativas; 

verídico resulta que este último arábigo también impone la obligación de 

llevar a cabo un previo cercioramiento.

El artículo 41 en cita, expresamente señala:

“Artículo 41. Los notificaciones personales se harán en el 
domicilio señalado en el lugar de ubicación de la autoridad, por correo 
certificado con acuse de recibo si el domicilio se encuentra fuera del lugar 
de ubicación de la misma, pero en el Estado de Guanajuato, o por correo 
electrónico en los términos de la fracción III del artículo 39 de este Código, 
cuando así lo soliciten las partes.Cuando (sic) exista imposibilidad para 
hacer la notificación en la forma establecida en este párrafo, previa acta 
circunstanciada, se acordará la notificación por estrados de todas las 
actuaciones.

Cuando el procedimiento administrativo se inicie de oficio, las 
notificaciones se practicarán en el domicilio registrado ante las 
autoridades administrativas.

Las notificaciones se entenderán con el interesado o su 
representante legal, previo cercioramiento de su domicilio; a falta de 
ambos, se dejará citatorio con cualquier persona mayor de edad que se 
encuentre en el domicilio para que espere a una hora fija del día hábil 
siguiente. Si a quien haya de notificarse no atiende el citatorio, la 
notificación se hará por conducto de cualquier persona mayor de edad 
que se encuentre en el domicilio en que se realice la diligencia y, de 
negarse a recibirla o ser menor de edad, se realizará por instructivo que 
se fijará en la puerta del domicilio del interesado. 

En los casos en que el domicilio se encuentre cerrado, la citación o 
notificación se entenderá con el vecino mayor de edad más cercano, 
fijándose una copia adicional en la puerta o lugar visible del domicilio. Si 
el vecino se niega a recibir la citación o notificación o fuere menor de 
edad, se efectuará por instructivo que se fijará en la puerta del domicilio 
del notificado.

En el momento de la notificación se entregará al notificado o a la 
persona con quien se entienda la diligencia, copia simple del documento a 
que se refiere la notificación y de sus anexos cuando los hubiere.”.

Lo resaltado no es de origen.

 

En ese sentido, en cumplimiento al tercer párrafo del artículo 41 del 

Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los 

Municipios de Guanajuato, no basta que el inspector asiente que se 

constituyó en el domicilio contenido en la orden de visita de inspección 
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(foja 363 de autos), pues para tener por colmado el requisito legal de 

cercioramiento previo, debió indagar con amplitud (por ejemplo, 

preguntando a vecinos) que el lugar al que acudió realmente es domicilio 

de la moral buscada; indagatoria que no se cumplió, pues tampoco 

consultó con la persona que supuestamente lo recibió si en el inmueble 

ubicado en calle  ************** ******** ****** **** ** ** ******* 

******** *** *****  de Léon, Guanajuato, tiene o no asiento la moral 

quejosa o su representante legal.

Así como tampoco se describió con claridad si esa persona, que 

dijo llamarse ***** ****** ***** *** ***** ** **** * ** (para advertir 

se realmente con ella se podía entender la diligencia y entregarle 

citatorio), ya que el inspector fue omiso en asentar por qué a pesar de la 

falta de identificación plena de *****, con ella se entendió la diligencia y 

se dejó citatorio a la moral quejosa.

Respecto a la falta de identificación, se observa que el inspector se 

limitó a apuntar que la persona que lo recibió se llama ***** ****** ****, 

la que se identificó “bajo protesta de decir verdad”, y dijo ser empleada del 

lugar; como se ve, dicha identificación (como lo hizo el inspector) genera 

duda si  ***** en verdad se llama así, si es mayor de edad o no, si al 

aducir que es empleada del lugar lo es respecto del inmueble 

propiamente (guardia de seguridad, administradora del inmueble o 

personal de limpieza) o en realidad es trabajadora directa de la persona 

moral buscada.

Cercioramiento que debió ocurrir de forma patente y no 

establecerse (como aconteció) con base en presunciones.

2) La “NOTIFICACIÓN PERSONAL” levantada a las trece horas 
del doce de junio de dos mil veinticinco, contiene incongruencias 
con relación a lo asentado en el citatorio de las trece horas con diez 
minutos de esa misma data.

 De la constancia que obra a foja 363 de autos, se observa que el 

inspector asentó que dio lectura al “documento”, empero, sin precisar con 

claridad el documento a que hizo referencia; si bien, en la constancia 

denominada “NOTIFICACIÓN PERSONAL” se citó la “(…) orden de visita 

de inspección exp.066/2025-E de fecha 14 de mayo de 2025 (…)”, lo 

cierto es que ello ocurrió al expresar que el domicilio visitado es el 

correcto porque ahí se contiene en esa orden de visita de inspección; esto 
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es, de la constancia de trato no se advierte que el inspector haya anotado 

con precisión que lo que ubicó como “documento” en realidad se trata de 

la orden de visita de inspección de catorce de mayo de dos mil veinticinco.

Al no haberlo hecho de esa forma (asentarlo con claridad y 

precisión) es que se obtiene válidamente que la parte quejosa, desde un 

inicio, no contó con los elementos completos y necesarios para saber el 

motivo por el cuál se le tramitaría un procedimiento administrativo.

A más que, en relación con el citatorio de las trece horas con diez 

minutos de esa misma fecha, genera duda a este Juzgado de Distrito si 

realmente fue entregada la orden de visita de catorce de mayo a la moral 

quejosa, pues suponiendo sin conceder que ***** si fuera su trabajadora 

directa, en la “NOTIFICACIÓN PERSONAL” se dijo que  ***** firmó de 

recibido, pero en el citatorio se estableció que no quiso firmar la recepción 

del “documento”. Sin que, adicionalmente, el inspector dilucidara por qué 

de las diferencias.

De igual manera, en el citatorio aludido tampoco se expresó 

claramente que se haya entregado la orden de visita de inspección de 

catorce de mayo de dos mil veinticinco.

3) En el acta de inspección de trece de junio de dos mil 
veinticinco, quien atendió la visita de inspección y los testigos 
supuestamente designados por ella, no se encuentran debidamente 
identificados.

Para practicar la visita de inspección, es menester señalar que el 

inspector no cuenta con fe pública1, de ahí que en términos del artículo 

208, fracción V, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa 

para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se requiera la designación 

de al menos dos testigos, quienes deben estar plenamente identificados.

1 Por las razones jurídicas que la contienen es aplicable la tesis I.6o.A.15 A, 
con número de registro 190825, emitida por Sexto Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Primer Circuito, de rubro y texto: “ACTA DE 
INSPECCIÓN. CARECE DE VALIDEZ SI NO CUENTA CON LA 
INTERVENCIÓN DE TESTIGOS. Tratándose de visitas de inspección 
los visitadores no cuentan con fe pública, en tanto que necesitan de la 
intervención de dos testigos designados por el visitado, o por el inspector, en 
caso de que el primero no lo haga, de manera que cuando carece de este 
requisito, la diligencia respectiva no tiene validez.”. Lo subrayado no es de 
origen.
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En contraste con ello, en la diligencia de mérito no se colmó a 

cabalidad este requisito, debido a que (si bien) la persona que atendió la 

diligencia supuestamente los nombró, lo cierto es que dichos testigos no 

quedaron debidamente identificados, pues al señalarse sus nombres se 

apuntó que se identificaron “bajo protesta de decir verdad”. De ahí que 

sea patente la ilegalidad cometida por el inspector respectivo al notificar el 

inicio del procedimiento administrativo  **********, que concluyó en la 

emisión de una medida de seguridad en contra de la moral quejosa, pues 

al no identificarse plenamente los testigos, es válido que se dude sobre su 

existencia. Máxime que, se insiste, el inspector no cuenta con fe pública 

para hacer esa circunstancia incontrovertible. 

Además, suponiendo sin conceder que realmente hayan existido, 

no se cuentan con datos objetivos que permitan conocer si estos cuentan 

con mayoría de edad o no, para verificativo de este tipo de diligencias.

Así, al no existir testigos con la identificación plena, la visita de 

inspección deviene ilegal. Sobre este punto, cobra relevancia la tesis 

aislada con número de registro digital 267870, emitida por la entonces 

Segunda Sala del Máximo Tribunal de Justicia del país, de contenido 

siguiente:

“VISITAS DE INSPECCION. La visita de inspección, en sí misma 
considerada, es ineficaz para surtir efectos legales, si dicha visita de 
inspección se realizó sin presencia de testigos, como expresamente lo 
exige el artículo 16 constitucional.”.

Lo aquí determinado no implica inobservancia a las jurisprudencias 

1a./J. 55/2002 y 1a./J. 1/2007 de la entonces Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, publicadas en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XVI y XXV, noviembre de 

2002 y marzo de 2007, páginas 133 y 202, de rubros: "PRUEBA 
TESTIMONIAL EN EL PROCEDIMIENTO PENAL. LA OMISIÓN 
DE IDENTIFICAR A LOS TESTIGOS MEDIANTE DOCUMENTO 
IDÓNEO, EN SÍ MISMA, NO ES SUFICIENTE PARA RESTAR VALOR 
PROBATORIO A SU TESTIMONIO (LEGISLACIÓN PROCESAL DE 
LOS ESTADOS DE JALISCO Y PUEBLA)." y "PRUEBA TESTIMONIAL 
EN EL PROCEDIMIENTO PENAL. LA FALTA DE PROBIDAD POR 
PARTE DE LOS TESTIGOS EN PROPORCIONAR SUS GENERALES, 
EN SÍ MISMA, NO ES SUFICIENTE PARA RESTAR VALOR 
PROBATORIO A SU TESTIMONIO.", respectivamente; pues, por un 
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lado, el primer criterio parte de una premisa en la cual las partes 

consintieron las actuaciones procesales en las que estuvo presente 

el testigo, esto es, no impugnaron la identidad o existencia del mismo, por 

lo que implícitamente consintieron su existencia, hipótesis que en el 
caso particular no se actualiza, pues no existe ningún dato que 

corrobore su existencia pues el inspector no cuenta con fe pública, 

además de que aquí la parte quejosa formuló conceptos de violación 

combatiendo ese vicio.

Por otra parte, porque en ambos criterios se sostuvo que si bien, la 

falta de probidad de los declarantes al proporcionar sus generales, o en 

su caso, de identificarse, en sí mismas, son insuficientes para restarle 

validez a su declaración, lo cierto es que este Juzgado de Distrito estima 

que para emitir el mérito convictivo que merece un ateste, en uso del 

arbitrio judicial y libertad para realizar la valoración de las pruebas, se 

debe tener en cuenta, aparte de lo dicho por los atestes, todas las 
demás circunstancias objetivas y subjetivas que, mediante un 
proceso lógico y correcto raciocinio, conduzcan a determinar la 
veracidad del testigo.

Así, en el caso en particular, quien supuestamente señaló a los 

testigos de nombres  ***** ******* ******** ****** * ****** ******* 

******* *****, tampoco se identificó plenamente, pues sólo dijo llamarse 

***** ****** ****, y como se observa de líneas precedentes, no queda 

claro si  ***** cuenta con mayoría de edad para atender ese tipo de 

diligencias conforme lo establecen los numerales previamente citados del 

Código de Procedimiento y Justicia para el Estado y los Municipios de 

Guanajuato; es por ello que, puede concluirse válidamente que la 

designación de sendos testigos (más allá de su falta de identificación) 

resulta ilegal.

En ese sentido, si este Juzgado de Distrito advierte que acontecen 

un conjunto de eventualidades precisadas, es evidente que a la 

participación de los atestes no se les podría dar el alcance pretendido, ya 

que constituyen circunstancias objetivas que conducen a dudar de la 

certeza en cuanto a la existencia de los mismos y, en vía de 

consecuencia, es que la diligencia de inspección resulta ilegal.

Por tanto, este Juzgado de Distrito concuerda con el contenido de 

la tesis II.1o.P.154 P, emitida por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 

Penal del Segundo Circuito, con registro 161021 y rubro: “PRUEBA 
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TESTIMONIAL EN EL PROCEDIMIENTO PENAL. CARECE DE VALOR 
PROBATORIO CUANDO HAY DUDA RAZONABLE RESPECTO A LA 
EXISTENCIA DEL TESTIGO (INAPLICABILIDAD DE LAS 
JURISPRUDENCIAS 1a./J. 55/2002 Y 1a./J. 1/2007).”.

Corolario, las ilegalidades cometidas por el inspector en las 

multireferidas diligencias dan cuenta que la moral quejosa no se 

encontraba en posibilidad de ejercer su defensa, debido al 

desconocimiento de la totalidad de las actuaciones; de ahí que resulte 

innecesario realizar mayor análisis en torno a ese tópico.

Debido a la importancia del llamamiento o notificación del inicio del 

procedimiento administrativo (como primer contacto de la autoridad con el 

gobernado), es necesario que las autoridades correspondientes cumplan 

a cabalidad con las formalidades legales establecidas para ello, lo que en 

el caso en estudio no acontece, por lo que procede conceder el amparo y 

protección de la Justicia Federal, debido a que al quejoso le fueron 

vulnerados sus derechos fundamentales de audiencia y defensa. 

Concesión que se hace extensiva a los restantes actos reclamados 

que acontecieron con motivo de la tramitación del procedimiento 

administrativo **********, esto es el acuerdo de veintisiete de octubre de 

dos mil veinticinco, en el que se decretó una medida de seguridad en 

contra de la moral quejosa, consistente en la suspensión temporal del 

permiso de venta, sustentándose en el artículo 543, fracción IV, del 

Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, 

Guanajuato, y la inconstitucionalidad de dicha norma aplicada.

Sin que exista necesidad de hacer pronunciamiento en torno a la 

inconstitucionalidad o no del artículo 543, fracción IV, del Código 

Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, 

Guanajuato, ya que (por técnica) para ello primero se debe verificar la 

existencia del acto de aplicación; en ese sentido, al haberse declarado 

que el llamamiento de la quejosa al procedimiento administrativo es ilegal, 

conforme a los efectos que enseguida se plasman, la concesión tiene por 

objeto dejar insubsistente lo actuado en dicho procedimiento, incluyendo 

la medida de seguridad de veintisiete de octubre de dos mil veinticinco. 

Así, al dejar de tener vida jurídica el acto de aplicación, es que existe 

imposibilidad para analizar los conceptos de violación de la moral quejosa 

tendentes a controvertir la constitucionalidad del artículo y fracción 

mencionados.
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No obstante ello, para el caso de que con posterioridad, las 

autoridades responsables insistan en la substanciación del procedimiento 

**********, y previo a respetar el derecho de audiencia de la moral 

quejosa, decidan imponer una sanción igual; quedan a salvo los derechos 

de la parte quejosa para hacerlos valer en la vía que estime conveniente. 

No pasa desapercibido para quien resuelve que, de antecedentes 

de los actos reclamados, se narró que con motivo de la citación a diversa 

diligencia en la visita de inspección de trece de junio de dos mil 

veinticinco, el veintitrés de junio del mismo año se llevó a cabo audiencia 

denominada “DILIGENCIA DE GARANTÍA DE PREVIA AUDIENCIA” en la 

que se apersonó una persona de nombre ******* **** *****, quien dijo 

ser apoderado legal de la moral quejosa; sin embargo, esa cuestión por sí 

misma no desvanece el reconocimiento de carácter de tercera extraña a 

juicio por equiparación en el presente juicio de amparo, habida cuenta que 

en aquella diligencia la autoridad municipal asentó que ******* pretendió 

acreditar su personalidad (manifestación que se obtiene de la foja 367 de 

autos) con escritura pública  ******  la cual fue incorporada al 

procedimiento administrativo como se evidencia de fojas 369 a 375 del 

sumario constitucional; de la lectura íntegra de dicho instrumento notarial 

(que también fue allegado por la parta quejosa) se inobserva que ******* 

**** ***** cuente con facultades de representación legal de la moral 

promovente del amparo, pues esa facultad de representación legal está 

reservada únicamente a  ***** ******* ******** . En ese sentido, el 

hecho de que la autoridad municipal haya llevado a cabo la diligencia 

referida con  *******, sin verificar si contaba con la representación que 

adujo tener, robustece aun más la ilegalidad de los actos reclamados.   

 

OCTAVO. Efectos de la concesión del amparo. En términos de 

los artículos 73 y 77 de la Ley de Amparo y en virtud de las razones 

expuestas en el considerando que antecede, procede otorgar la 

protección de la justicia federal a  ************** * ********* 

************ ***** 
******** ** 
*************** 
******** ** 

******* ********* para que una vez que esta sentencia cause ejecutoria, 

el director de Verificación Urbana y Asuntos Jurídicos de la 
Dirección General de Desarrollo Urbano de León, Guanajuato:

1. Deje insubsistente todo lo actuado en el procedimiento 

administrativo  **********, de su índice, a partir de las diligencias de 

entrega de citatorio y visita de inspección de doce y trece de junio de dos 
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mil veinticinco, respectivamente, por lo que se refiere a la moral quejosa 

************** * ********* ************ ***** ******** 
** *************** ******** ** ******* ********.

2. Hecho lo anterior, ordene se lleven a cabo las diligencias en 

comento y notifique a la quejosa del inicio del procedimiento 

administrativo recién citado* con respeto a las formalidades establecidas 

en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y 

los Municipios de Guanajuato; hecho lo anterior, continúe el 

procedimiento, y en su oportunidad, con libertad de jurisdicción resuelva lo 

conducente.

Es aplicable a lo anterior la jurisprudencia 99/20172, de la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del tenor siguiente:

“EMPLAZAMIENTO. EL AMPARO CONCEDIDO EN SU CONTRA 
TIENE COMO EFECTO DEJARLO INSUBSISTENTE Y REPONER EL 
PROCEDIMIENTO DESDE ESA ACTUACIÓN. De los artículos 103 y 107 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el 77 de la 
Ley de Amparo, para que tenga plenos efectos la sentencia estimativa de 
amparo, es decir, la que declara que el acto reclamado resulta violatorio 
del orden constitucional por ser contrario a los derechos humanos o las 
garantías otorgadas para su protección, o porque vulnera la esfera de 
competencia de la autoridad federal, la soberanía de los Estados o la 
autonomía de la Ciudad de México, es necesario vincular a la autoridad 
responsable para que, en el ámbito de su competencia, lleve a cabo la 
conducta o las actuaciones conducentes para restituir al quejoso en el 
goce del orden constitucional transgredido en su perjuicio. Así, tratándose 
de actos de autoridad positivos, se establece que el efecto de la sentencia 
es restituir al quejoso en el goce del derecho violado, restableciendo las 
cosas al estado que guardaban antes de la violación, lo cual significa, en 
el caso específico de la diligencia de emplazamiento donde la violación 
tiene lugar respecto de la garantía de audiencia prevista en el artículo 14 
constitucional, a que el órgano jurisdiccional responsable deje 
insubsistente la actuación judicial viciada y los actos posteriores, y 
reponga u ordene reponer el procedimiento para conducirlo hasta su 
conclusión según las leyes que lo rigen.”

Se hace la acotación que, con motivo de la presente resolución, la 

autoridad responsable ordenadora deberá dejar insubsistente la 

resolución de veintisiete de octubre de dos mil veinticinco, dictada en el 

expediente *********** y sus consecuencias legales.

Por su parte, las autoridades señaladas como ejecutoras deberán 

cumplir materialmente el presente fallo.

2 Décima Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, libro 49, tomo X, 
diciembre de 2017, página 287, registro 2015693.
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Por lo expuesto, fundado y con apoyo, además, en los artículos 73, 

74, 75, 124 y relativos de la Ley de Amparo, se resuelve:

PRIMERO. Se sobresee en el presente juicio de amparo, respecto de 

los actos atribuidos a las potestades señaladas como responsables y por las 

razones que quedaron precisados en los considerandos tercero y sexto de 

esta sentencia. 

SEGUNDO. La justicia de la Unión ampara y protege a 

************** * ********* ************ ***** ******** 
** *************** ******** ** ******* ********, respecto de los actos y 

por las autoridades señaladas en el considerando segundo, por las 

razones expresadas en el séptimo de los considerandos y para los efectos 

apuntados en el último de los puntos considerativos de esta sentencia. 

En cumplimiento a los artículos 42 y 43 del Acuerdo General del 

entonces Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que establece las 

disposiciones en materia de transparencia y acceso a la información 

pública; y artículos 69, fracción II, 115, 119 y 120 de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública publicada en el Diario 

Oficial de la Federación, el veinte de marzo de dos mil veinticinco, cuya 

entrada en vigor fue al día siguiente de su publicación, realícense las 

acciones necesarias fin de generar oportunamente la versión pública de la 

presente resolución, para que pueda ser consultable por el público en 

general.

Notifíquese personalmente.

Así lo sentenció y firma Oscar Manuel Aguilar Espinoza, 

secretario en funciones de juez del Juzgado Tercero de Distrito en el 

Estado de Guanajuato, con sede en León, conforme a lo dispuesto en 

el párrafo tercero del artículo 41 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 

de la Federación, el día de hoy catorce de mayo de dos mil 
veintiséis, quien actúa asistido de José Luis Sánchez García, 

secretario de juzgado, que autoriza y da fe.
catorce de mayo de dos mil veintiséis
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OFICIOS

11363/2026 AYUNTAMIENTO DE LEÓN, GUANAJUATO  (AUTORIDAD 
RESPONSABLE) 

11364/2026 SECRETARIA DE AYUINTAMIENTO DE LEÓN, GUANAJUATO  
(AUTORIDAD RESPONSABLE) 

11365/2026 SUBSECRETARIA TÉCNICA DEPENDIENTE DE LA SECRETARÍA DE 
AYUNTAMIENTO DE LEÓN, GUANAJUATO  (AUTORIDAD RESPONSABLE) 

11366/2026 DIRECCIÓN GENERAL DE APOYO A LA FUNCIÓN EDILICIA 
DEPENDIENTE DE LA SUBSECRETARIA TÉCNICA DE LA SECRETARÍA DE 
AYUNTAMIENTO DE LEÓN, GUANAJUATO  (AUTORIDAD RESPONSABLE) 

11367/2026 DIRECTOR DEL PERIODICO OFICIAL DEL GOBIERNO DEL ESTADO 
DE GUANAJUATO  (AUTORIDAD RESPONSABLE) 

11368/2026 DIRECTOR GENERAL DE DESARROLLO URBANO DEL MUNICIPIO 
DE LEÓN, GUANAJUATO  (AUTORIDAD RESPONSABLE) 

11369/2026 DIRECTOR DE VERIFICACIÓN URBANA Y ASUNTOS JURIDICOS 
ADSCRITO A LA DIRECCIÓN GENERAL DE DESARROLLO URBANO DEL 
MUNICIPIO DE LEÓN, GUANAJUATO  (AUTORIDAD RESPONSABLE) 

11370/2026 INSPECTOR ADSCRITO A LA DIRECCIÓN DE VERIFICACIÓN 
URBANA Y ASUNTOS JURIDICOS DEPENDIENTE DE LA DIRECCIÓN GENERAL 
DE DESARROLLO URBANO DEL MUNICIPIO DE LEÓN, GUANAJUATO   
(AUTORIDAD RESPONSABLE) 

11371/2026 DIRECTOR O TITULAR DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD 
DE LEÓN, GUANAJUATO  (AUTORIDAD RESPONSABLE) 

11372/2026 PRESIDENTA MUNICIPAL DE LEÓN, GUANAJUATO  (MINISTERIO 
PÚBLICO) 

DENTRO DE LOS AUTOS QUE INTEGRAN EL JUICIO DE 
AMPARO 1337/2025-VI, PROMOVIDO POR  ************** * 
********* ************ **** ******** ** 
*************** ******** ** ******* ******** , SE DICTÓ 
LA SIGUIENTE RESOLUCIÓN QUE A LA LETRA DICE:

V I S T O S para dictar sentencia en el juicio de amparo 1337/2025-VI, promovido por 
************** * ********* ************ ***** ******** ** *************** ******** 
** ******* ********, por conducto de su apoderado legal, contra actos del director de 
Verificación Urbana y Asuntos Jurídicos de la Dirección General de Desarrollo Urbano del 
Municipio de León, Guanajuato, y otras autoridades, que consideró restrictivos de los 
derechos fundamentales previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
y,

León, Guanajuato, catorce de mayo de dos mil veintiséis.
"2026, Año de Margarita Maza Parada".
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aEl catorce de mayo de dos mil veintiseis, la licenciada Ingrid Rodríguez

Mainou, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Tercero de Distrito en el
Estado de Guanajuato, hago constar y certifico que en esta versión pública
no existe información clasificada como confidencial o reservada en términos
de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública.
Conste.


